Proceso Ordinario Laboral 

66170-31-05-001-2017-00394-01
Omar Antonio Palacios Palacios vs Asociación Comunitaria Frailes Naranjales

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Asunto.


Apelación sentencia

Proceso.

Ordinario laboral

Radicación Nro:
66170-31-05-001-2017-00394-01 

Demandante: 

Omar Antonio Palacios Palacios

Demandado: 

Asociación Comunitaria Frailes - Naranjales

Juzgado de Origen:
Laboral del Circuito de Dosquebradas
TEMAS:
CONTRATO DE TRABAJO / ELEMENTOS ESENCIALES / PRESUNCIÓN A FAVOR DEL TRABAJADOR / TRABAJO SUPLEMENTARIO / CARGA PROBATORIA DEL DEMANDANTE / INDEMNIZACIÓN MORATORIA / OBLIGACIÓN DE ANALIZAR EN CADA CASO LA CONDUCTA DEL EMPLEADOR.
… los elementos esenciales que se requieren concurran para la configuración del contrato de trabajo, son: la actividad personal del trabajador, esto es, que este la realice por sí mismo y de manera prolongada; la continua subordinación o dependencia respecto del empleador, que lo faculta para requerirle el cumplimiento de órdenes o instrucciones al empleado y la correlativa obligación de acatarlas; por último, un salario en retribución del servicio (art. 23 del C.S.T.).

Estos requisitos los debe acreditar la parte demandante, de conformidad con el art. 167 del Código General del Proceso, que se aplica por remisión del artículo 145 del C. P. del T. y de la S.S.; carga probatoria que se atenúa con la presunción consagrada en el artículo 24 del C.S.T. a favor del trabajador…

Por otro lado, respecto de la continuidad de un contrato de trabajo ha dicho la Sala de Casación Laboral que cuando se presenten interrupciones pequeñas entre un contrato y otro, ello no fractura la unidad contractual si persiste el objeto, caso en el cual no puede entenderse que hubo solución de continuidad. (…)
…al estar demostrada la prestación personal del servicio del demandante a favor de la Asociación Comunitaria Frailes Naranjales entre el 01-04-2009 al 16-09-2017 se presume que la relación que ató a las partes fue a través de un contrato de trabajo, correspondiéndole al empleador desvirtuar tal presunción, sin que lo hubiera logrado…
… la Sala Laboral de la Corte Suprema ha decantado que para que se produzca una condena por trabajo suplementario “las comprobaciones sobre el trabajo más allá de la jornada ordinaria han de analizarse de tal manera que en el ánimo del juzgador no dejen duda alguna acerca de su ocurrencia, es decir, que el haz probatorio sobre el que recae tiene que ser de una definitiva claridad y precisión que no le es dable al juzgador hacer cálculos o suposiciones acomodaticias para determinar el número probable de las que se estimen trabajadas”.
En lo atinente a esta indemnización –moratoria–, ha de decirse que… la misma se causa cuando a la terminación del contrato el empleador no paga al trabajador los salarios y prestaciones debidas; cuya aplicación no es automática, como lo ha dicho reiteradamente el órgano de cierre de esta especialidad. Entonces, al tener naturaleza sancionatoria debe estar precedida del análisis del comportamiento que asumió el empleador moroso, para verificar si existen razones serias y atendibles que justifiquen su incumplimiento y lo ubiquen en el terreno de la buena fe.

Por su parte, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia ha mencionado que el pago por consignación obrante en un depósito judicial para que tenga plena validez es necesario que sea notificado a la parte demandada en un tiempo prudencial y que los dineros allí consignados entren al patrimonio del trabajador…
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA SEGUNDA DE DECISIÓN LABORAL

Magistrada Sustanciadora

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

En Pereira, a los ocho (08) días del mes de octubre de dos mil diecinueve (2019), siendo las nueve y cuarenta y cinco de la mañana (9:45 a.m.), la Sala Segunda de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver los recursos de apelación frente a la sentencia proferida el 22 de enero de 2019 por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas, dentro del proceso promovido por Omar Antonio Palacios Palacios contra la Asociación Comunitaria Frailes – Naranjales, radicado 66170-31-05-001-2017-00394-01.
Registro de Asistencia:

Demandante y su apoderado: 

Demandado y su apoderado:
Traslado a las partes
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

ANTECEDENTES
1. Síntesis de la demanda y su contestación

Pretende el señor Omar Antonio Palacios Palacios se declare que existió un contrato de trabajo a término indefinido entre el 01-04-2009 y el 18-09-2017 y, en consecuencia, se condene a la Asociación Comunitaria Frailes Naranjales al pago de prestaciones sociales, vacaciones, horas extras y trabajo suplementario, indemnización moratoria, indexación y costas procesales.
Fundamenta sus pretensiones en que: i) comenzó a laborar el 01-04-2004 en la Asociación Comunitaria Frailes Naranjales como operador de la planta con un salario de $840.000 a la finalización del contrato en un horario de lunes a domingo de 6:00 p.m. a 6:00 a.m.; ii) en marzo de 2009 le fue reconocida la pensión de vejez, pero continuó laborando hasta el 18-09-2017. 
La Asociación Comunitaria Frailes Naranjales se opuso a todas las pretensiones de la demanda y como razones de defensa argumentó que el accionante estuvo vinculado a través de un contrato de trabajo entre el 01-04-2004 y el 03-03-2009, el 25-02-2010 y 05-08-2010 y el 01-02-2016 y el 16-09-2017, y del 01-10-2010 y el 31-12-2016 (sic), este último de prestación de servicios, señaló que durante toda la vigencia de todas las relaciones contractuales nunca tuvo un horario establecido y el salario promedio devengado fue la suma de $788.400. 
Propuso como excepciones de mérito las que denominó: “inexistencia de la obligación, pago y cobro de lo no debido”, “prescripción”, “compensación” y “buena fe”.
2. Síntesis de la sentencia objeto de apelación
El Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas declaró la existencia de un contrato de trabajo entre el 01-04-2009 y el 16-09-2017 y, en consecuencia, condenó a la Asociación Comunitaria Frailes Naranjales al pago de las prestaciones sociales y vacaciones que ascendía a $3.981.784 al declarar probada parcialmente la excepción de prescripción y pago y respecto de las demás pretensiones de la demanda absolvió a la accionada.
Para arribar a dicha decisión, dijo que se acreditó que posterior al reconocimiento de la pensión de vejez a favor del accionante, en marzo del año 2009, éste continúo prestando su servicio personal de manera ininterrumpida a la Asociación Comunitaria Frailes Naranjales, pues carecía de lógica que la actividad de vigilancia y cuidado de las aguas que se vierten en el acueducto, el cuidado de los equipos, entre otros, que inicialmente era permanente variara y se convirtiera en esporádica; razón por la cual operó la presunción de subordinación sobre los periodos de tiempo no aceptados por la demandada (01-04-2009 – 24-02-2010, 06-08-2010 – 30-01-2016), sin que este lograra derruirla, pues la prueba testimonial da cuenta del horario de trabajo que debía cumplir el actor y el pago que recibía por ello, más aún cuando no existió ningún elemento probatorio que permitiera inferir su autonomía e independencia para ejecutar la labor.
De otro lado, señaló que el accionante no demostró el trabajo en horas extras para despachar favorablemente su pretensión y estimó que existieron motivos serios y atendibles que llevaron a que la entidad demandada no pagara las acreencias laborales, como fue su estatus de pensionado y la voluntad de las partes en suscribir un convenio de prestación de servicios.  
Por último, condenó al pago de las prestaciones sociales y vacaciones que liquidó a partir del 17-10-2014 por haber operado la prescripción sobre datas anteriores, salvo las cesantías, operación que arrojó la suma de $9.019.315, pero como la demandada había cancelado el valor de $5.037.501 por concepto de acreencias laborales para los años 2010, 2016 y 2017, declaró probada parcialmente la excepción de pago, quedando pendiente por cancelar la suma de $3.981.784.
3. Síntesis de los recursos de apelación 

El demandante solicitó la revocatoria y como razones de defensa argumentó que del contrato de prestación de servicios se evidenciaba que la jornada laboral fue de 6:00 p.m. a 6:00 a.m. de lunes a sábado, por lo que era procedente el pago de las horas extras y recargos nocturnos y agregó que la simulación de un convenio de naturaleza diferente al laboral era un indicativo de la mala fe del empleador, por lo que había lugar a ordenar el reconocimiento de la sanción moratoria.
Por su parte, la entidad demandada suplicó que se declarara que no existió continuidad en la prestación del servicio entre el 05-08-2010 y el 01-10-2015, toda vez que como se observa de la prueba documental en ese interregno el actor estuvo bajo un contrato de prestación de servicio en consideración a que ya había sido pensionado, por lo que no se requería que estuviera de manera permanente en la planta, sino que tuviera disponibilidad para atender cualquier llamado que se le hiciera para solucionar un eventual problema, como lo refirieron los testigos de la parte demandada y porque así da cuenta la liquidación de las prestaciones sociales suscrita el 05-08-2010.
CONSIDERACIONES

1.- De los problemas jurídicos.
Visto el recuento anterior, la Sala formula los siguientes:

1.1. ¿Quedó demostrado que existió un contrato de trabajo entre las partes para el periodo del 05-08-2010 y el 01-10-2015?
1.2. ¿Hay lugar al pago de las horas extras a favor del demandante?, en caso afirmativo, corresponderá determinar la procedencia de las pretensiones económicas.
1.3. ¿Hay lugar a la sanción moratoria del artículo 65 del CST?

2. Solución a los problemas jurídicos 

2.1. Elementos del contrato de trabajo – continuidad de un contrato de trabajo
2.1.1. Fundamento Jurídico
Para desentrañar los problemas jurídicos planteados se hace necesario recordar, que los elementos esenciales que se requieren concurran para la configuración del contrato de trabajo, son: la actividad personal del trabajador, esto es, que este la realice por sí mismo y de manera prolongada; la continua subordinación o dependencia respecto del empleador, que lo faculta para requerirle el cumplimiento de órdenes o instrucciones al empleado y la correlativa obligación de acatarlas; por último, un salario en retribución del servicio (art. 23 del C.S.T.).

Estos requisitos los debe acreditar la parte demandante, de conformidad con el art. 167 del Código General del Proceso, que se aplica por remisión del artículo 145 del C. P. del T. y de la S.S.; carga probatoria que se atenúa con la presunción consagrada en el artículo 24 del C.S.T. a favor del trabajador, a quien le bastará con probar la prestación personal del servicio para el demandado con el propósito de dar por sentada la existencia del contrato de trabajo, de tal manera que se trasladará la carga probatoria a la parte demandada, quien deberá desvirtuar tal presunción legal; criterio expuesto por la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral en diferentes providencias, entre las que se encuentra la  SL5471-2018.

Por otro lado, respecto de la continuidad de un contrato de trabajo ha dicho la Sala de Casación Laboral
 que cuando se presenten interrupciones pequeñas entre un contrato y otro, ello no fractura la unidad contractual si persiste el objeto, caso en el cual no puede entenderse que hubo solución de continuidad.

2.1.2. Fundamento Fáctico 
Bien. No existe discusión en el plenario que entre los periodos del 01-04-2004 al 03-03-2009, del 25-02-2010 al 05-08-2010 y del 01-02-2016 al 16-09-2017 que existió en este tiempo el contrato de trabajo entre el señor Omar Antonio Palacios Palacios y la Asociación Comunitaria Frailes Naranjales, pues así fue aceptado por esta última al dar contestación a los hechos 1, 5, 7, 8 y 9 de la demanda, por lo que la controversia resulta para el lapso de tiempo del 05-08-2010 y el 01-10-2015 como se dijo en el recurso de apelación.
Sobre ese aspecto, cumple advertir que el actor logró acreditar que prestó sus servicios a favor de la entidad accionada de manera ininterrumpida en esos periodos, como pasa a verse.

En efecto, los testigos Jorge Díaz Mejía, Ana María Loaiza, José Didier Tobón Castaño, Liliana Zuluaga Cardona y Alfonso de Jesús Obando Orozco indicaron que a partir del año 2008 vieron al demandante prestar sus servicios a favor de la Asociación demandada, pues siempre lo vieron laborando allí en la planta, lo veían por ser vecinos del lugar, la hora que entraba a trabajar; la señora Loaiza le indicó que ella fue miembro de la Junta Directiva de la entidad accionada y que le constaba que el actor era quién se encargaba de operar la planta del acueducto, limpiar los tanques, echarle cloro al agua y demás actividades inherentes; el señor Obando Orozco agregó que cada 8 o 15 días él subía donde el accionante y veía como desarrollaba sus funciones y José Hugo Rodríguez Cardona indicó que el demandante había renunciado en el año 2017 por un problema con el administrador.
Testimonios que la Sala les da credibilidad por cuanto la razón de la ciencia de sus dichos fue por apreciación directa al ser unos amigos y residentes cerca del lugar donde prestaba sus servicios el actor y otros miembros de la Asociación demandada, que permiten concluir que desde el año 2008 al 2017 el promotor del litigio continúo prestando sus servicios en favor de la demandada, sin que su labor hubiera sido interrumpida como lo refirieron los testigos Liliana Zuluaga Cardona, Ana María Loaiza y César Augusto Ariza, pues esta leve contradicción queda zanjada con la respuesta a la contestación de la demanda en la que se aceptó la demandada la vinculación del accionante mediante un contrato de prestación de servicios para los año 2010 y 2015.
Entonces, al estar demostrada la prestación personal del servicio del demandante a favor de la Asociación Comunitaria Frailes Naranjales entre el 01-04-2009 al 16-09-2017 se presume que la relación que ató a las partes fue a través de un contrato de trabajo, correspondiéndole al empleador desvirtuar tal presunción, sin que lo hubiera logrado, pues ninguna prueba arrimó al expediente que permitiera evidenciar la autonomía e independencia que gozaba el accionante para ejecutar su labor, pues el solo contrato de prestación de servicio no es un indicativo de esa circunstancia.

Huelga aclarar que no se desfigura el contrato de trabajo de no haberse ejecutado la prestación del servicio por el máximo de las horas legales 48 horas semanales, pues puede existir esta relación con un número inferior de horas o días; además, la disponibilidad que debía de tener el actor para estar pendiente de cualquier falla que se pudiera presentar en los tanques del acueducto refuerzan la labor subordinada y la falta de independencia y autonomía que se endilga en la contestación de la demanda.
 
Ahora, frente a la afirmación de la demandada al sostener que existieron interrupciones en el contrato de trabajo por existir una liquidación de prestaciones sociales para el 05-08-2010 y la suscripción del contrato de prestación de servicios, debe indicarse que no le asiste la razón pues todo lo contrario, con el material probatorio se logró evidenciar que la verdadera intención del empleador era ocultar una verdadera relación laboral que perduró en el tiempo, pues el hecho de que el trabajador sea un pensionado no impide seguir vinculado a través de un contrato de trabajo y menos cambió la necesidad del servicio, pues este siempre se requería como lo indicaron las señoras Liliana Zuluaga Cardona y Ana María Loaiza.
Y en este punto, es preciso mencionar que si bien puede existir que una relación laboral inicie y luego cambie la modalidad contractual, ello debe estar justificado de manera objetiva lo que no ocurrió en este caso donde, las funciones y el horario siempre fueron las mismas sin independencia y autonomía. 

Así las cosas, había lugar a declarar la existencia de un solo contrato de trabajo dentro de los extremos solicitados en la demanda como acertadamente lo indicó el a quo en primera instancia.
2.2. Trabajo suplementario

2.2.1. Fundamento Jurídico

El artículo 161 del CST dispone que por regla general la jornada ordinaria legal de trabajo es de 8 horas diarias, 48 semanales, que puede ser menor en los casos que la misma norma señala o se pacte. 

Por otro lado, el artículo 168 de la misma codificación sustantiva dispuso que el trabajo realizado en un horario nocturno se remunerará con un recargo de 35% sobre el valor del trabajo diurno y el extra nocturno con un recargo del 75% sobre el ordinario. Por último, el artículo 160 del C.S.T., antes de la modificación de la Ley 1846 de 2017, prescribió que el horario nocturno inicia a las 10:00 p.m. y finaliza a las 6:00 a.m., norma vigente para el momento de la vinculación laboral que nos ocupa ahora. 

Aunado a lo anterior, la Sala Laboral de la Corte Suprema
 ha decantado que para que se produzca una condena por trabajo suplementario “las comprobaciones sobre el trabajo más allá de la jornada ordinaria han de analizarse de tal manera que en el ánimo del juzgador no dejen duda alguna acerca de su ocurrencia, es decir, que el haz probatorio sobre el que recae tiene que ser de una definitiva claridad y precisión que no le es dable al juzgador hacer cálculos o suposiciones acomodaticias para determinar el número probable de las que se estimen trabajadas”.

2.2.2. Fundamento Fáctico

Respecto al pago de las horas extras y recargos nocturnos debe decirse que el mero pacto formal del horario de trabajo en un documento no basta para dar por acreditadas las horas extras o nocturnas trabajadas, pues debe probarse su verdadera ejecución para así disponerse su pago y es lo que no está acreditado en este caso, ya que a pesar que los declarante Jorge Díaz Mejía y José Hugo Rodríguez Cardona indicaron que conocían que el horario del accionante era de 6:00 p.m. a 6:00 a.m. de lunes a sábado, sus dichos provienen del mismo demandante, por lo que se tratan de simples testigos de oídas.
Y respecto a José Didier Tobón Castaño, quién señaló que tenía una tienda cerca del lugar dónde queda el acueducto y que le constaba que el actor a las 3:00 o 4:00 p.m. le compraba comida y se iba para su trabajo y que lo veía salir a las 7:00 a.m., sin embargo, sus manifestaciones carecen de credibilidad porque no especificó qué días veía al accionante entrar a esa hora y mucho menos sí conocía que el promotor del litigio terminaba sus labores a las 6:00 a.m., pues él abría el establecimiento a las 7:00 a.m.; más aún cuando el señor César Augusto Ariza informó que cuando él venía de trabajar a las 7:30 o 8:00 p.m. veía al señor Palacios Palacios viendo televisión en un establecimiento de comercio.
Por lo que al no tener certeza sobre el número exacto de las horas extras laboradas, máxime que se habla de disponibilidad para que se requiriera no puede esta Sala hacer cálculos con base en suposiciones acomodaticias para determinar el número probable de las que se estimaron trabajadas y así ordenar su pago; razón por la cual se despachará desfavorable el recurso de apelación.

2.3. Indemnización moratoria del artículo 65 del CST

2.3.1 Fundamentos jurídicos 

En lo atinente a esta indemnización, ha de decirse que el ya citado artículo dispone que la misma se causa cuando a la terminación del contrato el empleador no paga al trabajador los salarios y prestaciones debidas; cuya aplicación no es automática, como lo ha dicho reiteradamente el órgano de cierre de esta especialidad
. Entonces, al tener naturaleza sancionatoria debe estar precedida del análisis del comportamiento que asumió el empleador moroso, para verificar si existen razones serias y atendibles que justifiquen su incumplimiento y lo ubiquen en el terreno de la buena fe
.

Por su parte, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia ha mencionado que el pago por consignación obrante en un depósito judicial para que tenga plena validez es necesario que sea notificado a la parte demandada en un tiempo prudencial y que los dineros allí consignados entren al patrimonio del trabajador
.

2.3.2. Fundamentos fácticos

Quedo demostrado en el plenario que la Asociación a través de liquidación de fecha del 06-10-2010 pagó al actor las prestaciones sociales y vacaciones por el lapso comprendido entre el 25-02-2010 y el 05-08-2010 (fl. 37, cdno 1), asimismo, que por el periodo del 01-02-2016 y el 16-09-2017 canceló por consignación los mismos rubros referidos (fl. 42, cdno 1). 
Lo atrás deja claro que por el interregno comprendido entre 06-08-2010 y el 01-10-2015, el empleador no canceló lo correspondiente a estos conceptos, sin que pueda tenerse como razones serias y atendibles la suscripción de un contrato de prestación de servicios, pues ello se encuentra desdibujado con los dichos de la señora Liliana Zuluaga Cardona quién indicó que por solicitud del contador debían de cancelarle la seguridad social al accionante por lo que se pasó a un contrato de trabajo, lo que explica el cambio en la modalidad contractual para el año 2016, pero su actitud ante el error fue continuar omitiendo el pago de lo que ya se había causado.

Ahora, tampoco es motivo justificable que al ser el demandante un pensionado no existiera la obligación de cancelar lo concerniente a estos estipendios, pues aparte de ser un argumento novedoso en la apelación que no fue manifestado en la contestación de la demanda, también se encuentra refutado con la testigo citada y con la aceptación por parte del empleador del contrato de trabajo que tuvo lugar entre el 25-02-2010 y el 05-08-2010 y el 01-02-2016 y el 16-09-2017, pues de ser cierta esa afirmación no hubiera existido el cambiado en el tipo de vinculación.

En suma, ante la falta de prueba que acreditara las razones por las cuales el patrono decidió no cancelar al promotor del litigio los estipendios generados en el contrato de trabajo comprendido entre los años 2010 y 2015, había lugar a ordenar su pago, por lo que en este aspecto se revocará parcialmente el numeral 3 de la sentencia de primer nivel. 
Entonces, atendiendo que el juez de primera instancia determinó como último salario devengado por el actor el mínimo legal mensual vigente, aspecto que no fue controvertido por las partes, se condenará a la Asociación al pago de $24.590 correspondiente a un día de salario por cada día de retardo a partir del 17-09-2017, día siguiente a la terminación del vínculo contractual y hasta el pago total de la obligación. 
CONCLUSIÓN
A tono con lo expuesto, se confirmará la sentencia de primera instancia salvo en lo que respecto al reconocimiento y pago de la sanción moratoria como quedo dicho anteriormente.
Costas en esta instancia a cargo de la parte demandada y a favor del demandante, conforme el numeral 1º del artículo 365 del CGP, por no salir avante la alzada.
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira Risaralda, Sala Segunda Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia del 22-01-2019 proferida por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas dentro del proceso promovido por Omar Antonio Palacios Palacios contra la Asociación Comunitaria Frailes Naranjales, salvo el numeral 3º en lo que respecta a la absolución de la sanción moratoria del artículo 65 del CST, que se revocará para en su lugar, ordenar el reconocimiento y pago a razón de $24.590 correspondiente a un día de salario por cada día de retardo a partir del 17-09-2017 y hasta el pago total de la obligación.
SEGUNDO: CONDENAR en costas de segunda instancia a la parte demandada y a favor del demandante.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta por las personas que han intervenido.

Quienes integran la Sala,

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

Magistrada Ponente

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

Magistrado




Magistrado
� Sentencias del 27-01-2016, 05-12-2017, 24-07-2019. Radicación 47590, 55040 y 68071. M.P. Jorge Mauricio Burgos Ruíz, Dolly Amparo Caguasango Villota y Martín Emilio Beltrán Quintero, respectivamente.


� CSL SL5584 de 2017. M. P. Jorge Luís Quiroz Alemán


� CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala de Casación Laboral. Sentencia del 15-07-2008. Radicación 31637. M.P. Isaura Vargas Díaz.


� Sala de Casación Laboral. Sentencias del 01-07-2015. Radicación 44186. M.P. Jorge Mario Burgos Ruíz y 18-05-2016. Radicación 47048. M.P. Clara Cecilia Dueñas Quevedo.


� Sentencia del 26-04-2017. Radicado 50514. M.P. Clara Cecilia Dueñas Quevedo.


� CSJ Rad. 36737 de 2010. Rad. 37156 – 2009 y SL798-2019 M.P. Santander Rafael Brito Cuadrado





PAGE  
9

